
 
 

 
 

 
 

RECOMENDACIÓN Nro. SCE-DS-2025-01 

 

David Segovia Araujo  

SUPERINTENDENTE DE COMPETENCIA ECONÓMICA (S)  

 

CONSIDERANDO: 

 

Que el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “Las superintendencias 

son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades 

económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, 

con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al 

interés general. (…)”; 

 

Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Las instituciones del 

Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen 

en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 

atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento 

de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.”; 

 

Que el artículo 281 de la Constitución de la República, dispone: “La soberanía alimentaria constituye 

un objetivo estratégico y una obligación del Estado para garantizar que las personas, comunidades, 

pueblos y nacionalidades alcancen la autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiados 

de forma permanente (…)”; 

 

Que el artículo 284 de la Constitución de la República, determina: “La política económica tendrá lo 

siguientes objetivos: (…) 2. Incentivar la producción nacional, la productividad y competitividad 

sistémicas, la acumulación del conocimiento científico y tecnológico, la inserción estratégica en la 

economía mundial (…) 8. Propiciar el intercambio justo y complementario de bienes y servicios en 

mercados transparentes y eficientes. (…)”; 

 

Que el artículo 304 de la Constitución de la República, señala: “La política comercial tendrá los 

siguiente objetivos: “1. Desarrollar, fortalecer y dinamizar los mercados internos a partir del objetivo 

estratégico establecido en el Plan Nacional de Desarrollo. (...) 3. Fortalecer el aparato productivo y 

la producción nacionales. (...) 6. Evitar las prácticas monopólicas y oligopólicas, particularmente en 

el sector privado, y otras que afecten el funcionamiento de los mercados.”; 

 

Que el artículo 334 de la Constitución de la República, dispone: “El Estado promoverá el acceso 

equitativo a los factores de producción, para lo cual le corresponderá: 1. Evitar la concentración o 

acaparamiento de factores y recursos productivos, promover su redistribución y eliminar privilegios 

o desigualdades en el acceso a ellos (…)”;  

 

Que el artículo 335 de la Constitución de la República, establece: “Estado regulará, controlará e 

intervendrá, cuando sea necesario, en los intercambios y transacciones económicas (…) El Estado 

definirá una política de precios orientada a proteger la producción nacional, establecerá los 

mecanismos de sanción para evitar cualquier práctica de monopolio y oligopolio privados, o de abuso 

de posición de dominio en el mercado y otras prácticas de competencia desleal.”; 



 
 

 
 

 
 

 

Que el artículo 336 de la Constitución de la República, señala: “El Estado impulsará y velará por el 

comercio justo como medio de acceso a bienes y servicios de calidad, que minimice las distorsiones 

de la intermediación y promueva la sustentabilidad. (…) asegurará la transparencia y eficiencia en 

los mercados y fomentará la competencia en igualdad de condiciones y oportunidades, lo que se 

definirá mediante ley.”; 

 

Que el artículo 54 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización 

(COOTAD), establece entre las funciones del gobierno autónomo descentralizado las siguientes: “a) 

Promover el desarrollo sustentable de su circunscripción territorial cantonal, para garantizar la 

realización del buen vivir a través de la implementación de políticas públicas cantonales, en el marco 

de sus competencias constitucionales y legales (…) h) Promover los procesos de desarrollo económico 

local en su jurisdicción, poniendo una atención especial en el sector de la economía social y solidaria, 

para lo cual coordinará con los otros niveles de gobierno; k) Regular, prevenir y controlar la 

contaminación ambiental en el territorio cantonal de manera articulada con las políticas ambientales 

nacionales (…) l) Prestar servicios que satisfagan necesidades colectivas respecto de los que no exista 

una explícita reserva legal a favor de otros niveles de gobierno, así como la elaboración, manejo y 

expendio de víveres; servicios de faenamiento, plazas de mercado y cementerios (…) p) Regular, 

fomentar, autorizar y controlar el ejercicio de actividades económicas, empresariales o profesionales, 

que se desarrollen en locales ubicados en la circunscripción territorial cantonal con el objeto de 

precautelar los derechos de la colectividad (…)”;  

 

Que el artículo 1 de la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, dispone: “Esta Ley 

tiene por objeto establecer los mecanismos mediante los cuales el Estado cumpla con su obligación y 

objetivo estratégico de garantizar a las personas, comunidades y pueblos la autosuficiencia de 

alimentos sanos, nutritivos y culturalmente apropiados de forma permanente (…)”;  

 

Que el artículo 3 de la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, manda: “Para el 

ejercicio de la soberanía alimentaria, además de las responsabilidades establecidas en el Art. 281 de 

la Constitución el Estado deberá: a) Fomentar la producción sostenible y sustentable de alimentos, 

reorientando el modelo de desarrollo agroalimentario (…) c) Impulsar, en el marco de la economía 

social y solidaria, la asociación de los microempresarios, microempresa o micro, pequeños y 

medianos productores para su participación en mejores condiciones en el proceso de producción, 

almacenamiento, transformación, conservación y comercialización de alimentos (…)”;  

 

Que el artículo 25 de la Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, determina: “El Estado 

prevendrá y controlará la introducción y ocurrencia de enfermedades de animales y vegetales; 

asimismo promoverá prácticas y tecnologías de producción, industrialización, conservación y 

comercialización que permitan alcanzar y afianzar la inocuidad de los productos (…) Los animales 

que se destinen a la alimentación humana serán reproducidos, alimentados, criados, transportados y 

faenados en condiciones que preserven su bienestar y la sanidad del alimento.”;  

 

Que el artículo 14 de la Ley Orgánica de Sanidad Agropecuaria, establece: “El Sistema Nacional de 

Control de Sanidad Agropecuaria está integrado por las entidades del régimen institucional de la 

Función Ejecutiva que ejercen competencias sectoriales de regulación y control sanitarias; y los 



 
 

 
 

 
 

Gobiernos Autónomos Descentralizados Provinciales, Municipales y Metropolitanos, de conformidad 

con sus competencias; cuya coordinación la ejercerá la Autoridad Agraria Nacional (…)”;  

 

Que el artículo 19 de la Ley Orgánica de Sanidad Agropecuaria, señala: “Las personas naturales o 

jurídicas que se dediquen a la producción, comercialización, importación y exportación de plantas, 

productos vegetales, animales, mercancías pecuarias y artículos reglamentados, así como a la 

importación y producción nacional, de insumos agropecuarios, centros de faenamiento y de acopio, y 

los demás que se determine en el reglamento a esta Ley, deberán registrarse en la Agencia de 

Regulación y Control Fito y Zoosanitario (…)”;  

 

Que el artículo 56 de la Ley Orgánica de Sanidad Agropecuaria, dispone: “Para los efectos de esta 

Ley, se denominan centros de faenamiento a los establecimientos que cuenten con instalaciones, 

infraestructura, servicios básicos y equipos necesarios para el faenamiento de especies animales 

menores y mayores, área de sacrificio sanitario, que brinden seguridad a los trabajadores que 

garantice la inocuidad del producto destinado al mercado cumplan estándares de bienestar animal y 

no genere contaminación al ambiente.”;  

 

Que el artículo 57 de la Ley Orgánica de Sanidad Agropecuaria, establece: “Los centro (sic) de 

faenamiento podrán ser públicos, privados, mixtos los de la economía popular y solidaria; estos a su 

vez podrán ser industrial, semindustrial y artesanal (…)”;  

 

Que el artículo 58 la Ley Orgánica de Sanidad Agropecuaria, determina: “La autoridad Agraria 

Nacional será la encargada (sic) monitorear y autorizar el funcionamiento de centros de faenamiento, 

públicos, privados, mixtos y de la economía popular y solidaria. Autorización que deberá establecer 

principios de pertinencia técnica, eficiencia logística, sustentabilidad de la operación y 

dimensionamiento adecuado (…)”;  

 

Que, la Superintendencia de Competencia Económica fue creada mediante la Ley Orgánica de 

Regulación y Control del Poder de Mercado, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 555 de 

13 octubre de 2011, como un órgano técnico de control, con capacidad sancionatoria, de 

administración desconcentrada, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía 

administrativa, presupuestaria y organizativa; 

 

Que, mediante la “Ley Orgánica Reformatoria de diversos cuerpos legales, para el fortalecimiento, 

protección, impulso y promoción de las organizaciones de la economía popular y solidaria, artesanos,  

pequeños productores, microempresas y emprendimientos”, publicada en el Suplemento del Registro 

Oficial Nº 311 de 16 de mayo de 2023, en su Disposición Reformatoria Segunda, se sustituyó en la 

Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, la frase: “Superintendencia de Control 

del Poder de Mercado” por: “Superintendencia de Competencia Económica”; y, “Superintendente de 

Control del Poder de Mercado” por: “Superintendente de Competencia Económica”; 

 

Que el artículo 1 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, señala que el 

objeto de la misma es: “(…) evitar, prevenir, corregir, eliminar y sancionar el abuso de operadores 

económicos con poder de mercado; la prevención, prohibición y sanción de acuerdos colusorios y 

otras prácticas restrictivas; el control y regulación de las operaciones de concentración económica; 

y la prevención, prohibición y sanción de las prácticas desleales, buscando la eficiencia en los 



 
 

 
 

 
 

mercados, el comercio justo y el bienestar general y de los consumidores y usuarios, para el 

establecimiento de un sistema económico social, solidario y sostenible.”; 

 

Que el artículo 2 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, estipula: “(…) 

están sometidos a la presente Ley todos los operadores económicos, sean estos personas naturales o 

jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro, nacionales o extranjeras, que realicen 

actividades económicas, actual o potencialmente, en todo o en parte del territorio nacional, así como 

aquellos que las realicen fuera del país en la medida en que éstas produzcan o puedan producir efectos 

en el territorio ecuatoriano. (…)”; 

 

Que el artículo 4 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, establece: “En 

concordancia con la Constitución de la República y el ordenamiento jurídico vigente, los siguientes 

lineamientos se aplicarán para la regulación y formulación de política pública en materia de esta Ley: 

(…) El fomento de la desconcentración económica, a efecto de evitar prácticas monopólicas y 

oligopólicas privadas contrarias al interés general, buscando la eficiencia en los mercados. 5. El 

derecho a desarrollar actividades económicas y la libre concurrencia de los operadores económicos 

al mercado. 6. El establecimiento de un marco normativo que permita el ejercicio del derecho a 

desarrollar actividades económicas, en un sistema de libre concurrencia. 7. El impulso y 

fortalecimiento del comercio justo para reducir las distorsiones de la intermediación (…) 9. La 

distribución equitativa de los beneficios de desarrollo, incentivar la producción, la productividad, la 

competitividad, desarrollar el conocimiento científico y tecnológico; y, 10. La necesidad de contar con 

mercados transparentes y eficientes. Para la aplicación de la presente Ley se observarán los principios 

de no discriminación, transparencia, proporcionalidad y debido proceso.”; 

 

Que el artículo 33 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, dispone: “Los 

organismos, instituciones públicas, órganos de control, empresas públicas, de economía mixta, 

entidades públicas, gobiernos autónomos descentralizados, dentro de su potestad normativa, respecto 

de su contratación y de las prestaciones de servicios públicos realizadas en mercados relevantes de 

libre concurrencia, respetarán y aplicarán los principios, derechos y obligaciones consagrados en la 

presente Ley.”;  

 

Que el artículo 37 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, señala: 

“Corresponde a la Superintendencia de Competencia Económica asegurar la transparencia y 

eficiencia en los mercados y fomentar la competencia; la prevención, investigación, conocimiento, 

corrección, sanción y eliminación del abuso de poder de mercado, de los acuerdos y prácticas 

restrictivas, de las conductas desleales contrarias al régimen previsto en esta Ley; y el control, la 

autorización, y de ser el caso la sanción de la concentración económica. (…)”; 

 

Que el artículo 38 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, determina como 

atribuciones de la Superintendencia de Competencia Económica: “(…) 11. Emitir recomendaciones 

de carácter general o sectorial respecto a las modalidades de la competencia en los mercados (…) 

21. Promover medidas de control tendientes a la eliminación de barreras a la libre concurrencia al 

mercado, de acuerdo con los lineamientos fijados por la ley (…) 24. Proponer la remoción de 

barreras, normativas o de hecho, de entrada a mercados, que excluyan o limiten la participación de 

operadores económicos. (…)”; 

 



 
 

 
 

 
 

Que la Disposición General Cuarta de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, 

prescribe que: “En el ámbito de su competencia, las entidades públicas a cargo de la regulación 

observarán y aplicarán los preceptos y principios establecidos en la presente Ley y coadyuvarán en 

el fomento, promoción y preservación de las condiciones de competencia en los mercados 

correspondientes.”; 

 

Que mediante Resolución Nro. SCPM-DS-2021-03, de 05 de enero 2021, el Superintendente de 

Competencia Económica, expidió el “Instructivo para la Identificación y Revisión de Barreras 

Normativas”, el cual establece el procedimiento y los parámetros que la Superintendencia de 

Competencia Económica aplicará para la identificación y revisión de barreras normativas en los 

mercados nacionales, que excluyan o limiten de manera injustificada la participación de los operadores 

económicos; 

 

Que el 03 de septiembre de 2024, la Asamblea Nacional de conformidad con lo dispuesto en la 

Constitución de la República del Ecuador y de acuerdo a la Resolución del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social Nro. CPCCS-PLE-SG-040-E-2024-0348, de 15 de agosto de 2024, 

posesionó al magister Hans Willi Ehmig Dillon como Superintendente de Competencia Económica; 

 

Que mediante Acción de Personal Nro. SCE-INAF-DNATH-2025-282-A de 25 de junio de 2025, se 

autorizó la subrogación al cargo de Superintendente de Competencia Económica, al servidor David 

Segovia Araujo del 25 al 27 de junio de 2025;  

 

Que la Superintendencia de Competencia Económica, a través de la Dirección Nacional de Promoción 

de la Competencia de la Intendencia Nacional de Abogacía de la Competencia, conforme lo 

determinado en el artículo 38 numeral 21 y 24 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder 

de Mercado, elaboró el Informe de remoción de barreras normativas en relación a la autorización para 

el funcionamiento de los camales por parte del Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón 

Ventanas, dentro del Expediente Nro. SCE-IGT-INAC-2-2025; para lo cual de acuerdo a lo establecido 

en los artículos 38, 48, 49 y 50 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado que 

le confieren a la Superintendencia las facultades de investigación, convocó a reuniones de trabajo y 

solicitó información a los actores relacionados con el análisis realizado; y,  

 

Que del Informe de remoción de barreras normativas, se desprenden las siguientes conclusiones: “1. 

El Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Ventanas, con base en las 

atribuciones conferidas por los artículos 54, 56 y 57 del Código Orgánico de Organización 

Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), expidió la Ordenanza Municipal que regula 

el funcionamiento de los camales. En su artículo 5 se establece que el funcionamiento de camales 

privados será autorizado únicamente en caso de inexistencia de mataderos públicos o mixtos, siempre 

que se cumplan determinadas condiciones técnicas. 2. Del análisis jurídico correspondiente al primer 

subnivel de legalidad, se concluye que el Concejo Municipal se encuentra legalmente facultado, 

conforme al COOTAD, para prestar servicios de faenamiento, así como para regular, fomentar, 

autorizar y controlar el ejercicio de actividades económicas y empresariales dentro de su jurisdicción 

territorial. 3. No obstante, como resultado del análisis del segundo subnivel de legalidad, se determina 

que el Concejo Municipal se excedió en sus atribuciones al emitir el artículo 5 de la Ordenanza, al 

establecer una restricción que limita el funcionamiento de camales privados. Esta disposición 

representa una potencial restricción a la competencia, ya que impide la participación de operadores 



 
 

 
 

 
 

económicos privados sin contar con la debida autorización de la Junta de Regulación de la LORCPM, 

que es la única instancia competente para establecer restricciones a la competencia por razones de 

interés público, según lo establecido en el artículo 28 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del 

Poder de Mercado. Cabe señalar que dicha autorización no fue tramitada por el Concejo Municipal 

previo a la emisión de la disposición, situación que fue reconocida por la actual administración del 

GAD del cantón Ventanas ante la Superintendencia de Competencia Económica.”.  

 

Sobre la base de las consideraciones expuestas, y en ejercicio de las atribuciones conferidas en el 

numeral 11 del artículo 38 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, 

 

RECOMIENDA: 

 

Al Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Ventanas. - 

 

1. Proceda con la supresión del artículo 5 de la Ordenanza emitida por el Concejo Municipal, en 

virtud de que actualmente constituye una barrera normativa que restringe la competencia y la 

libre concurrencia de los operadores económicos interesados en ofrecer el servicio de camales 

privados en el cantón Ventanas en igualdad de condiciones, frente a la oferta pública. La 

supresión de esta restricción permitiría a los usuarios ejercer su derecho a elegir libremente 

entre distintas opciones disponibles en el mercado, en función de factores relevantes tales 

como: precio, calidad,  infraestructura, innovación tecnológica, estándares operativos y nivel 

de servicio. La promoción de un entorno competitivo estimula la productividad, promueve la 

eficiencia y contribuye al desarrollo económico sostenible del territorio. 

 

La supresión de dicho artículo, no constituiría en ningún caso la suspensión del servicio de 

camal público que viene prestando el GAD Municipal del cantón Ventanas a la comunidad, lo 

único que se pretende es que haya una oferta diversificada con iniciativa privada. 

 

2. En caso de que el Gobierno Municipal del cantón Ventanas, a través de su Concejo, considere 

necesario mantener la prestación del servicio de faenamiento exclusivamente mediante gestión 

pública, restringiendo la participación del sector privado, deberá sustentar técnicamente dicha 

decisión y someterla al conocimiento de la ´Junta de Regulación de la Ley Orgánica de 

Regulación del Control del Poder de Mercado´, conforme lo dispone el artículo 28 de la Ley 

Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado. Dado que esta es la única instancia 

competente para autorizar restricciones a la competencia por razones de interés público, por lo 

que, se recomienda procurar un adecuado equilibrio entre la protección de dicho interés y la 

libertad de ejercicio de actividades económicas privadas, de manera que toda norma o 

regulación sea debidamente justificada, razonable y proporcional. 

 

A la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas. - 

 

1. Recordar a los gobiernos autónomos descentralizados asociados, los casos en los que puede ser 

admisible establecer restricciones a la competencia, conforme lo dispuesto en el artículo 28 de 

la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado. En particular, se debe destacar 

que tales restricciones solo procederán cuando generen beneficios específicos, concretos y 

significativos para la satisfacción del interés general, en el ámbito o industria correspondiente, 



 
 

 
 

 
 

incrementen la eficiencia y generen ventajas tangibles para los consumidores o usuarios que 

justifiquen su aplicación. Asimismo, indicar que las ayudas públicas y restricciones a la 

competencia están sujetas a evaluación permanente por parte de la Superintendencia de 

Competencia Económica, conforme a los principios de buenas prácticas regulatorias.  

 

2. Establecer un programa de colaboración interinstitucional con la Superintendencia de 

Competencia Económica, orientado al diseño e implementación de un plan de capacitaciones 

dirigidas a los Gobiernos Autónomos Descentralizados Municipales, el mismo que deberá 

enfocarse en la adecuada aplicación y cumplimiento de la Ley Orgánica de Regulación y 

Control del Poder de Mercado dentro del ámbito de sus competencias. El objetivo es fortalecer 

sus capacidades regulatorias, dotándolos de herramientas normativas, técnicas y operativas que 

les permita identificar, prevenir y corregir posibles distorsiones en los mercados locales, así 

como, promover condiciones de competencia efectiva en la prestación de servicios públicos y 

el otorgamiento de autorizaciones, permisos y concesiones. Estas capacitaciones incluirán 

módulos especializados sobre diseño de políticas locales procompetitivas, evaluación de 

barreras normativas y simplificación de trámites, entre otros temas de interés.  Este esfuerzo 

contribuirá al fortalecimiento del ecosistema institucional de competencia y a la consolidación 

de mercados más eficientes, equitativos y dinámicos a nivel territorial. 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

PRIMERA.- Se dispone a la Intendencia Nacional de Abogacía de la Competencia realizar el 

seguimiento de las recomendaciones realizadas en el presente instrumento. 

 

SEGUNDA.- Encárguese a la Secretaría General en coordinación con la Intendencia Nacional de 

Abogacía de la Competencia de la notificación de la presente recomendación al Concejo del Gobierno 

Autónomo Descentralizado del cantón Ventanas, y a la Asociación de Municipalidades Ecuatorianas. 

 

TERCERA.- Encárguese la Secretaría General de la publicación de la presente Recomendación en la 

página web e intranet institucional. 

 

CÚMPLASE Y PUBLÍQUESE.- 

 

Dada en Quito, Distrito Metropolitano, el 27 de junio de 2025. 

 

 

 

 

 

David Segovia Araujo  

SUPERINTENDENTE DE COMPETENCIA ECONÓMICA (S) 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 
 

 

 

FIRMAS DE RESPONSABILIDAD 
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